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JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-SS-71 
 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. OBLIGACIONES 
QUE DEBEN CUMPLIR QUIENES IMPORTEN GASOLINA DE ALTO 
OCTANAJE PARA “AUTOS DE CARRERA” O “VEHÍCULOS DE 
COMPETENCIA”.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 1, 2, 2-B y 3, 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, están obligados al 
pago de dicho gravamen quienes introduzcan “GASOLINA” al territorio nacional; 
ahora bien, si el contribuyente únicamente se dedica a la importación de ese 
producto con la característica de alto octanaje para “autos de carreras” o 
“vehículos de competencia”, solo está sujeto a pagar el impuesto al momento de la 
importación, sin encontrarse obligado a presentar declaraciones mensuales en los 
términos del artículo 19 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios, toda vez que mediante el pedimento de importación se realiza la 
declaración correspondiente, pues tratándose de importaciones, el pago de dicho 
impuesto debe efectuarse al momento de realizar la introducción de la mercancía 
al territorio nacional conforme al artículo 15 de la Ley de la materia, es decir, dicho 
pago se realiza conjuntamente con el pago del impuesto general de importación, 
en los términos del artículo 83 de la Ley Aduanera, el cual dispone que las 
contribuciones se pagarán por los importadores y exportadores al presentar el 
pedimento para su trámite en las oficinas autorizadas, antes de que se active el 
mecanismo de selección automatizado; luego entonces, el pedimento para efectos 
fiscales de la importación de gasolina de alto octanaje, resulta ser la declaración 
por la cual el sujeto obligado entera las contribuciones respectivas. Sin embargo, 
si el importador, además se dedica a la enajenación de dicho producto en términos 
del artículo 2-A, fracciones I y II, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción 
y Servicios, o algún otro señalado en dicho ordenamiento, o bien realice alguna 
otra de las actividades gravadas por la misma ley, es factible concluir que, con el 
pago efectuado por la importación de la gasolina, no se exime al contribuyente del 
pago respectivo de los actos gravados distintos a la importación, así como de 
presentar las declaraciones mensuales, pues son diversas las actividades por las 
que se grava dicho impuesto. 
 
Contradicción de Sentencias Núm. 200/11-01-01-2/YOTROS2/180/13- PL-03-01.- 
Resuelta por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 10 de abril de 2013, por unanimidad de 10 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. 
Paola Soriano Salgado. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/17/2013) 
 
 



PRIMERA SECCIÓN 
 

JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-69 
 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. 
EFECTOS E IDENTIDADES QUE DEBEN CONCURRIR PARA SU 
CONFIGURACIÓN.- La cosa juzgada tiene dos aspectos, uno formal y otro 
material. El formal es el efecto de toda resolución judicial, inherente a su firmeza e 
inimpugnabilidad, esto es, la resolución al causar ejecutoria es irrecurrible. El 
material es el efecto propio de las sentencias firmes sobre el fondo, es decir, el 
hecho sentenciado es indiscutible. Por lo tanto el aspecto material de la cosa 
juzgada se divide a su vez un efecto negativo, consistente en la imposibilidad 
jurídica de seguir un proceso con idéntico objeto, o bien de que recaiga una nueva 
sentencia sobre el fondo, puesto que este ya ha sido examinado y juzgado, de 
donde resulta que las partes no pueden reabrir nuevamente discusión respecto del 
hecho ya juzgado; y en efecto positivo, que obliga a los órganos jurisdiccionales 
de otros procesos, a tener en consideración lo ya examinado, juzgado y decidido 
por otros órganos jurisdiccionales, en un proceso previo; es forzoso además, que 
exista identidad de partes, de objeto y causa de pedir o hecho generador del 
derecho ejercitado, en dos juicios diferentes, existiendo en el primero de ellos un 
pronunciamiento de derecho que afecte el fondo de la cuestión litigiosa planteada 
en el segundo. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-20/2013) 
 
PRECEDENTES: 
VI-P-1aS-241 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20553/07-17-07-9/181/09-S1-04- 04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 31 de marzo de 2009, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Jorge Alberto 
GarcíaCáceres.- Secretario: Lic. Francisco Enrique Valdovinos Elizalde. (Tesis 
aprobada en sesión de 14 de mayo de 2009) 
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año II. No. 19. Julio 2009. p. 29 
 
VII-P-1aS-34 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19767/05-17-02-2/ac1/2460/10-S1-05-02.-
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 6 de septiembre de 2011, por 
mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Juan Ángel 
Chávez Ramírez.- Secretario: Lic. Francisco Enrique Valdovinos Elizalde. 
(Tesis aprobada en sesión de 6 de septiembre de 2011) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año I. No. 3. Octubre 2011. p. 74 
 
 



VII-P-1aS-230 
Juicio Contencioso AdministrativoNúm. 21792/05-17-05-9/1494/10-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 27 de marzo de 2012, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- 
Secretaria: Lic. María del Consuelo Hernández Márquez. 
(Tesis aprobada en sesión 27 de marzo de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 10. Mayo 2012. p. 197 
 
VII-P-1aS-344 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 30288/07-17-06-1/2499/09-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal yAdministrativa, en sesión de 10 de julio de 2012, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: 
Lic. Beatríz Rodríguez Figueroa. 
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 14. Septiembre 2012. p. 72 
 
 
 
VII-P-1aS-547 
Juicio Contencioso AdministrativoNúm. 6654/08-17-10-6/79/12-S1-02-03.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 12 de marzo de 2013, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- 
Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 12 de marzo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 223 
 
Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal yAdministrativa, en sesión celebrada el dos de julio de dos mil 
trece.- Firman el Magistrado Rafael Anzures Uribe, Presidente de la Primera 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, 
Secretaria Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 
 
 
 
 

JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-70 
 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 
 
 



REPARTOADICIONALDE UTILIDADES. LOS TRABAJADORES, 
COMOTERCEROS, DEBEN SER LLAMADOS A JUICIO POR CONDUCTO DE 
QUIEN LOS REPRESENTE, CUANDO SE DEMANDA LA NULIDAD DE LA 
RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA.- De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 3º fracción III de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, tiene el carácter de tercero en el juicio, quien tenga un derecho 
incompatible con la pretensión del demandante, por lo tanto cuando en la 
resolución impugnada se ordena un reparto adicional de utilidades como resultado 
de la modificación del ingreso global gravable, ello conlleva a presumir la 
existencia de personal subordinado a la actora, cuyos derechos pueden ser 
afectados, por lo que debe citarse a juicio como tercero interesado al sindicato o al 
representante de los trabajadores de la empresa que demandó la nulidad de una 
resolución que ordena un reparto adicional de utilidades y ante la negativa de la 
parte actora respecto de la existencia de los trabajadores, en virtud de la 
presunción de validez de la resolución impugnada, deberá requerírsele, a efecto 
de que en el término de ley proceda a señalar el nombre y domicilio correcto del 
tercero interesado en el juicio o en su caso manifieste y acredite cuál es el 
régimen laboral mediante el cual realiza su objeto social. 
(Tesis de jurisprudencia aprobado por acuerdo G/S1-21/2013) 
 
PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-396 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 24443/11-17-01-4/902/12-S1-04-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de septiembre de 2012, por 
unanimidad de 5 a favor.-Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: 
Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 25 de octubre de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 18. Enero 2013. p. 18 
 
VII-P-1aS-553 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2483/11-11-01-3/130/13-S1-03-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 12 de marzo de 2013, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis 
Pelayo.- Secretaria: Lic. Elizabeth Ortiz Guzmán. 
(Tesis aprobada en sesión de 12 de marzo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 267 
 
VII-P-1aS-554 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 29846/10-17-07-1/252/13-S1-04-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 4 de abril de 2013, por unanimidad 
de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2013) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 267 
 
 
VII-P-1aS-555 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4346/09-07-01-8/193/11-S1-04-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 de abril de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 5 de abril de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 267 
 
 
VII-P-1aS-556 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7749/12-17-04-2/178/13-S1-01-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 9 de abril de 2013, por unanimidad 
de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alejandro Sánchez Hernández.- 
Secretario: Lic. Roberto Carlos Ayala Martínez. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de abril de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 267 
 
 
Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión celebrada el dos de julio de dos mil 
trece.- Firman el Magistrado Rafael Anzures Uribe, Presidente de la Primera 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, 
Secretaria Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 
 
 
 
 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
 
 
VII-P-SS-102 
 
CONSOLIDACIÓNFISCAL. LAREGLA4.13DE LARESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2006 Y 2007, Y EL ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO DE LA 
TERCERA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA, VIGENTE EN 2007, TRANSGREDEN LOS PRINCIPIOS DE 
RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.- De conformidad 
con el penúltimo párrafo del artículo 68 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
vigente hasta 2004, los contribuyentes en el régimen de consolidación fiscal 
podrán calcular el valor del activo de acuerdo con la participación consolidable del 
60%, siempre que las sociedades controladora y controladas ejerzan la misma 



opción, por lo que, tal cuestión se estableció legislativamente solo como una forma 
de tributación. Ahora bien, la Regla 4.13 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 
2006 y 2007, y el Artículo Sexto Transitorio de la Tercera Resolución de 
Modificaciones a la Resolución Miscelánea vigente en 2007, establecen que para 
que los contribuyentes puedan tener derecho a obtener la compensación o 
devolución del impuesto al activo, la mencionada opción del artículo 68 del Código 
en cuestión, es de carácter obligatoria. Lo anterior viola el principio de reserva de 
ley y el principio de subordinación jerárquica, que prohíben abordar materias 
reservadas en exclusiva a las leyes del Congreso y exigen que la norma 
reglamentaria esté precedida por una ley cuyas disposiciones desarrolle, 
complemente o pormenorice. Por lo tanto, las disposiciones de referencia, van 
más allá de lo establecido en la Ley, al desnaturalizar la finalidad perseguida por el 
mencionado artículo, pues lejos de cumplir con la finalidad de la norma que 
desarrolla, exige a los contribuyentes agotar un requisito que en realidad es una 
opción. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1043/12-17-09-6/1275/12-PL-07-04.- 
Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 12 de diciembre de 2012, por mayoría de 8 votos a 
favor y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- 
Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 3 de julio de 2013) 
 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-SS-122 
 
PUBLICACIÓNDELÍNDICENACIONALDEPRECIOSALCONSUMIDOR, LOS 
ARTÍCULOS 20 SEGUNDOPÁRRAFOY 20 BIS, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE HASTA 2011, NO ESTABLECEN QUE SU 
PUBLICACIÓN DEBE EFECTUARSE CONJUNTAMENTE CON LA DEL 
CÁLCULO QUE EFECTUÓ EL BANCO DEMÉXICO PARA DETERMINARLO.- 
En términos del artículo 20 segundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación 
vigente hasta 2011, los Índices Nacionales de Precios al Consumidor serán 
calculados por el Banco de México y se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación dentro de los primeros diez días del mes siguiente al que corresponda; 
por su parte, el diverso numeral 20 bis último párrafo, del aludido Código, impone 
la obligación al Banco de México de publicar en el Diario Oficial de la Federación 
los estados, zonas conurbadas, ciudades, artículos, servicios, conceptos de 
consumo y ramas, así como las cotizaciones utilizadas para calcular el referido 
Índice, sin especificar en qué plazo deberá efectuarse esta publicación; de lo que 
se colige, que de dichos preceptos no establecen que la publicación del Índice 
Nacional de Precios al Consumidor, tenga que ser invariablemente en forma 
conjunta con el cálculo que efectuó el Banco de México para determinarlo. 



PRECEDENTES: 
 
VII-P-SS-94 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1757/11-12-01-4/148/13-PL-02-04.- 
Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 10 de abril de 2013, por mayoría de 8 votos a favor, 1 
voto con los puntos resolutivos y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de mayo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 24. Julio 2013. p. 99 
 
VII-P-SS-95 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1934/11-12-01-2/261/13-PL-06-04.- 
Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 22 de mayo de 2013, por unanimidad de 10 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto 
Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de mayo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 24. Julio 2013. p. 99 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-SS-122 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1204/11-12-01-6/316/13-PL-07-04.- 
Resuelto por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 26 de junio de 2013, por unanimidad de 10 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. 
Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 26 de junio de 2013) 
 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-642 
 
CASOFORTUITO. NO SE GENERA CON MOTIVO DE LA DECLARACIÓN DE 
INVALIDEZ DEL CERTIFICADO DE ORIGEN QUE AMPARA LA 
PROCEDENCIA DE LA MERCANCÍA IMPORTADA, AL TRATARSE DE UN 
HECHO PREVISIBLE.- De conformidad con lo previsto por el artículo 73 párrafo 
primero, del Código Fiscal de la Federación, la autoridad fiscal se encuentra 
imposibilitada para imponer multas que sean resultado de un hecho fortuito; 
entendiéndose a este último, como aquel acto de naturaleza positiva no previsible, 
cuya realización no puede ser imputada al contribuyente que lo resiente, al 



haberse generado por causas ajenas a su voluntad; no obstante, tratándose de las 
multas impuestas con motivo de la declaración de invalidez del certificado de 
origen derivado de la substanciación de un procedimiento de verificación de origen 
con el productor o exportador del bien, resulta inaplicable la hipótesis de 
excepción prevista en el artículo 73 párrafo primero, antes citada, pues conforme a 
lo dispuesto por el artículo 509 del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte, la parte importadora por conducto de la autoridad aduanera de cada 
Estado, puede obtener una resolución anticipada que le garantice, que si con 
posterioridad a la realización de dicha operación, el certificado de origen relativo 
es determinado como inválido, dicha determinación no le sea aplicada; de ahí, que 
al encontrarnos frente a la existencia de un hecho que sí podía ser previsto, 
mediante la emisión de una resolución anticipada que garantizara la procedencia 
de la importación realizada, resulta evidente la inaplicabilidad al caso concreto de 
la hipótesis de excepción prevista en el artículo 73 párrafo primero, del Código 
Fiscal de la Federación. 
 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
9245/10-11-02-3/243/12-S1-02-03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 12 
de marzo de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2013) 
 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-651 
 
CONTABILIDAD. REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN 
RELACIONADO CON EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES. LA 
AUTORIDAD NO SE ENCUENTRA CONSTREÑIDAA PORMENORIZAR 
EXHAUSTIVAMENTE LOS ELEMENTOSY/OLAINFORMACIÓN QUE DEBEN 
CONTENER LOS PAPELES O DOCUMENTOS QUE INTEGRAN 
LACONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTEAUDITADO.- De conformidad con lo 
previsto por los artículos 29 fracción I y II y 48 fracciones IV y VI, del Código Fiscal 
de la Federación, en relación con el diverso 29 fracciones I y III, del Reglamento 
de dicho Código, los contribuyentes se encuentran obligados a requisitar sus 
registros contables de forma analítica, identificando cada operación, acto o 
actividad y sus características, relacionándola con documentación comprobatoria, 
de tal manera que aquellos puedan identificarse con las distintas contribuciones, 
tasas y cuotas, incluyendo las actividades liberadas de pago. En esa medida, con 
base en dichos numerales, se evidencia la obligación a cargo del contribuyente de 
requisitar su contabilidad observando las formalidades referidas, sin que en la 
especie, exista necesidad de que la autoridad, durante el transcurso de la revisión, 
tenga 



que especificar los datos y/o la información que deberá contener, pues la misma, 
por ministerio de ley, debe estar registrada en los documentos relativos, al tratarse 
de una obligación de naturaleza inexcusable, que posibilita el correcto ejercicio de 
la facultad relativa. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-652 
 
DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS. LA PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD 
DEQUEGOZAN NOESABSOLUTA.- De conformidad con lo previsto por el 
artículo 52 párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación, los hechos 
asentados en el dictamen de estados financieros se presumen ciertos, salvo que 
se demuestre lo contrario; esto es, conforme a dicho numeral, se presume la 
realización de los hechos relativos, salvo prueba en su contra que los desvirtué; 
empero, el artículo en comento, en su párrafo penúltimo, dispone textualmente 
que las opiniones o interpretaciones contenidas en los dictámenes relativos no 
obligan a las autoridades fiscales. En esa medida, si el Contador Público que 
emitió el dictamen de estados financieros realizó opiniones respecto a la 
procedencia de un tributo, tales manifestaciones, por disposición expresa del 
artículo en comento, son susceptibles de desvirtuarse, al tratarse de 
manifestaciones subjetivas que no son obligatorias para la autoridad fiscal.  
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
 
VII-P-1aS-653 
 
LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO Y LEY GENERAL DE 
INSTITUCIONESYSOCIEDADESMUTUALISTAS DE SEGUROS. 
DEDUCCIONES POR PAGOS DE SINIESTROS. SU PROCEDENCIA.- De 



conformidad con lo previsto por el artículo 31 fracción I, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, se considera que son gastos estrictamente indispensables, 
aquellas erogaciones que posibilitan al contribuyente la consecución de su objeto 
social; esto es, por gasto estrictamente indispensable podemos entender el gasto 
que genera el contribuyente para cumplir en forma cabal sus actividades como 
persona moral, a efecto de que le reporte un beneficio, que de no realizarse podría 
tener como consecuencia la suspensión de las actividades de la empresa o la 
disminución de esta. Ahora bien, acorde a lo previsto por los artículos 1º, 40 y 45 
de la Ley sobre el Contrato de Seguro, en relación con el diverso 104 de la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, la Empresa 
Aseguradora, mediante el Contrato de Seguro, se obliga a resarcir un daño o a 
pagar una suma de dinero al verificarse la eventualidad prevista en el contrato de 
mérito; empero, la eficacia del instrumento relativo, se encuentra condicionada a 
que documentalmente se demuestre: 1) que el pago de la prima respectiva se 
hubiere realizado dentro de los 30 días siguientes a la fecha de su vencimiento; y 
2) que el siniestro reclamado hubiere ocurrido con posterioridad al pago de la 
prima relativa. En esa medida, si bien, las deducciones por pagos de siniestros se 
encuentran intrínsecamente relacionadas con el objeto social de una Empresa 
Aseguradora; ello, de manera alguna significa, que su erogación atienda a la 
realización de un gasto estrictamente indispensableque le permita consecuentar 
sus fines, pues para ello, se debe acreditar cabalmente la satisfacción de los 
requisitos previstos en los artículos 1º, 40 y 45 de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro, en relación con el diverso 104 de la Ley General de Instituciones y 
Sociedades Mutualistas de Seguros antes citados, pues solo de esta manera, se 
tiene la certeza de que la erogación realizada atendió a la consecución de su 
actividad preponderante, y no a la simulación de un acto jurídico tendente a evadir 
el cumplimiento de las Obligaciones fiscales a su cargo. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-654 
 
PROCEDIMIENTO SECUENCIAL ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 52-A DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SU LEGALIDAD NO SE ENCUENTRA 
CONDICIONADA A QUE LA AUTORIDAD FISCAL JUSTIFIQUE Y/O ACREDITE 
EN JUICIO EN QUÉ CONSISTIÓ LA INDEBIDA O INSUFICIENTE 
SATISFACCIÓNDEL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y/O 
DOCUMENTACIÓN FORMULADO AL CONTADOR PÚBLICO QUE EMITIÓ EL 



DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS.- El artículo 52-A del Código Fiscal de 
la Federación, prevé una serie de formalidades que deberán ser observadas por el 
ente fiscalizador cuando en ejercicio de sus facultades de comprobación revise el 
dictamen de estados financieros, debiendo en primer término, requerir al contador 
público que lo formuló cualquier información y documentación que le permita 
comprender el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales del 
contribuyente; y en segundo término, habiéndose requerido al profesionista que 
elaboró el dictamen relativo la información y/o documentación respectiva, después 
de haberla recibido, siempre que a juicio de la autoridad resulte insuficiente para 
verificar tal extremo, el ente fiscalizador podrá ejercer directamente sus facultades 
de comprobación con el contribuyente. En ese tenor, con base en dicho numeral, 
la autoridad fiscal no se encuentra constreñida a evidenciar en juicio en qué 
consistió la indebida satisfacción del requerimiento de información y/o 
documentación efectuado al Contador Público, pues no debe soslayarse que nos 
encontramos frente al ejercicio de facultades de naturaleza discrecional que no se 
encuentran condicionadas al acreditamiento del elemento relativo; máxime, si en 
la especie se considera que será precisamente hasta el momento en que la 
autoridad revise al contribuyente, cuando se podrá determinar de manera 
concluyente los hechos u omisiones en que hubiere incurrido. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federalde Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
EN EL MISMO SENTIDO: 
 
VII-P-1aS-655 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19424/12-17-10-5/542/13-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 28 de junio de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. 
Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 28 de junio de 2013) 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-656 
 
REVISIÓN DE DICTAMENDE ESTADOS FINANCIEROS. EL CONTRIBUYENTE 
CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA CONTROVERTIR LAS 
ACTUACIONES DESPLEGADAS EN DICHOPROCEDIMIENTO, AL SERLE 
AJENO.- De conformidad con lo previsto por los artículos 42 antepenúltimo 



párrafo, del Código Fiscal de la Federación, en relación con los diversos 55 
fracción II y 56 del Reglamento de dicho ordenamiento, se considera que el inicio 
de las facultades de comprobación, en relación con los contribuyentes que hayan 
presentado dictamen de estados financieros, se suscita cuando la autoridad fiscal 
requiera directamente al contribuyente la información y documentación que le 
permita verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales a su cargo; 
por lo que, si el contribuyente auditado pretende controvertir en juicio la legalidad 
de las actuaciones realizadas por la autoridad fiscal al amparo de la revisión del 
dictamen de estados financieros efectuada con el Contador Público que lo emitió, 
dichos argumentos deberán ser desestimados al ser inoperantes, pues en la 
especie, el contribuyente carece de interés jurídico para controvertir actuaciones 
que le son ajenas, al no formar parte de la revisión de gabinete a que se encontró 
sujeto. 
 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02- 04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
 
EN ELMISMO SENTIDO: 
VII-P-1aS-657 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19424/12-17-10-5/542/13-S1-02- 04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 28 de junio de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. 
Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 28 de junio de 2013) 
 
 

 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 
VII-P-1aS-658 
 
REVISIÓN DE DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS PRACTICADA CON 
EL CONTADOR PÚBLICO QUE LO EMITIÓ, NO ES VIOLATORIA DEL 
DERECHO HUMANO DE AUDIENCIA, PROBANZA Y DEFENSA TUTELADO 
EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ninguna persona podrá 
ser privada de su libertad, propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los Tribunales previamente establecidos en el que se cumplan 



las formalidades esenciales del procedimiento; por su parte, los artículos 2º 
fracciones III, IV, X y XI y 12 de la Ley Federal de los Derechos de los 
Contribuyentes, señalan que los contribuyentes tendrán derecho a: 1) conocer el 
estado de la tramitación de los procedimientos en que sean parte, así como la 
identidad de las autoridades que tramiten los procedimientos en que tengan 
condición de interesados; 2) formular alegatos, presentar y ofrecer pruebas; 3) ser 
oído en el trámite administrativo con carácter de previo a la emisión de la 
resolución determinante del crédito fiscal, en los términos de las leyes respectivas; 
y 4) ser informados al inicio de cualquier actuación de la autoridad fiscal para 
comprobar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. Ahora bien, el artículo 52-
A del Código Fiscal de la Federación prevé la existencia de un procedimiento 
reglado, consistente en la atribución que asiste al ente fiscalizador de revisar el 
dictamen de estados financieros, mismo que en sus fracciones I y II, delimita el 
orden secuencial que deberá ser observado por la autoridad al requerir 
información y documentación relacionada con el ejercicio de la facultad incoada; 
empero, en todos los casos, la autoridad fiscal, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 48 fracción VI, del Código relativo, deberá emitir un oficio de 
observaciones en el que asentará las irregularidades observadas durante el 
transcurso de la revisión, otorgando un plazo de 20 días al contribuyente auditado, 
a fi n de que ofrezca pruebas para desvirtuar las irregularidades advertidas. En 
esa medida, con base en lo anterior, es evidente que el procedimiento de 
fiscalización previsto en el artículo 52 fracción I, del Código Fiscal de la 
Federación, no es violatorio del derecho humano de audiencia, probanza y 
defensa tutelado en el artículo 14 de nuestro supremo ordenamiento 
constitucional, pues mediante la elaboración del oficio de observaciones previsto 
en el artículo 48 fracción VI, del ordenamiento jurídico en cita, se salvaguarda el 
debido cumplimiento de la prerrogativa relativa, al otorgársele la posibilidad de 
desvirtuar las irregularidades que le fueron imputadas; máxime, si se considera 
que los derechos tutelados por los artículos 2º fracciones III, IV, X y XI y 12, de la 
Ley Federal de los Derechos de los Contribuyentes, resultan inaplicables al 
procedimiento de revisión de dictamen de estados financieros, pues su invocación 
se condiciona a que el contribuyente forme parte del procedimiento relativo, 
situación que en el caso concreto no acontece, al tratarse de un procedimiento 
previo que le es ajeno, distinto del directamente con el ejercido. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13836/10-17-04-9/1555/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 de abril de 2013, por unanimidad de 5 
votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth UrbyGenel.- Secretaria: Lic. 
María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
 
 
 

 
 
 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-661 
 
GASTOS ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES. LAAUTORIDAD FISCAL 
PUEDE APOYARSE EN DIVERSOS ORDENAMIENTOS LEGALES A FIN DE 
DETERMINAR QUÉ SE ENTIENDE POR.- El artículo 31 fracción I, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, establece como requisito de las deducciones, que sean 
estrictamente indispensables para los fines de la actividad del contribuyente; por lo 
que, no todas las erogaciones que realice un contribuyente pueden generalizarse 
y entenderse como estrictamente indispensables, pues el carácter de cada 
erogación atiende a la naturaleza de la actividad ejercida por cada causante del 
impuesto. De manera, que si un contribuyente realizó erogaciones al amparo de 
una norma especializada que atiende específicamente al giro u objeto de su 
actividad, resulta válido que la autoridad fiscal, a fi n de determinar qué gastos 
deben de entenderse como indispensables, atienda al contenido del Ordenamiento 
especializado correspondiente a tal actividad del contribuyente, con la finalidad de 
crear convicción de si las deducciones aplicadas por él mismo resultan 
procedentes o no. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 9758/10-17-04-7/212/13-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 26 de abril de 2013, por unanimidad 
de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretario: 
Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 2 de julio de 2013) 
 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-665 
 
PRESCRIPCIÓN DE LA DEVOLUCIÓN DE SALDOS A FAVOR. DEBE 
COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE PRESENTA LA DECLARACIÓN 
NORMAL.- Tratándose de la obligación de la autoridad fiscal para devolver al 
contribuyente las cantidades que resulten por concepto de saldo a favor, inicia a 
partir de que se presenta la declaración normal, puesto que es cuando ingresa al 
fisco federal la cantidad que se pagó en exceso, sin que obste, el hecho de que 
mediante declaraciones complementarias se haga saber de la existencia de un 
saldo a favor; ello, en atención a que este hecho simplemente actualiza el 
supuesto previsto en el artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, pero no 
pueden considerarse como situaciones que por sí mismas fijen el inicio del plazo 
para la prescripción de la obligación de las autoridades de devolver las cantidades 
y el derecho correlativo del contribuyente para tal efecto; consecuentemente, la 



presentación de la declaración normal torna exigible la obligación de las 
autoridades fiscales de devolver al contribuyente saldos a favor. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 18054/11-17-08-6/504/13-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 9 de mayo de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: 
Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 28 de junio de 2013) 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

 
VII-P-1aS-666 
 
PRESCRIPCIÓN. LA INTERPOSICIÓN DE UN MEDIO DE DEFENSA NO 
INTERRUMPE EL PLAZO PARA QUE OPERE.- El artículo 146 del Código Fiscal 
de la Federación, establece que el cómputo del plazo para que opere la 
prescripción del crédito fiscal se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser 
legalmente exigido y que, además dicho término se interrumpe con cada gestión 
de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor. Asimismo, de 
conformidad con el artículo en cita, por gestión de cobro se entiende cualquier 
actuación que el acreedor haga del conocimiento del deudor, pretendiendo hacer 
efectivo el adeudo; esto es, el acto debe hacerse del conocimiento del deudor, por 
lo que existe una formalidad que condiciona la actualización de la gestión de cobro 
como un acto que interrumpa la prescripción. Consecuentemente, la interposición 
de un medio de defensa, no constituye una gestión de cobro, pues dicha actuación 
no se dirige ni se hace del conocimiento del deudor con la intención de obtener el 
pago de algún crédito fiscal. 
 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 18054/11-17-08-6/504/13-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 9 de mayo de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: 
Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 28 de junio de 2013) 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-1aS-676 
 
DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS FORMULADO POR CONTADOR 
PÚBLICO AUTORIZADO. PARA SU REVISIÓN DEBE APLICARSE EL 



PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 52-A DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y NO EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 55 DEL 
REGLAMENTO DEL CITADO ORDENAMIENTO, (DE CONFORMIDAD CON LA 
REFORMA DE 28 DE JUNIO DE 2006).- El artículo 52-A del Código Fiscal de la 
Federación, vigente a partir del 1o. de enero de 2004, y reformado el 28 de junio 
de 2006, incorporó el procedimiento que prevé el procedimiento a seguir cuando la 
autoridad revise los dictámenes de estados financieros del contribuyente, 
desapareciendo la obligación para la autoridad fiscal de notificar al contribuyente o 
al contador público sobre el requerimiento de información o documentación. Así, al 
incluirse dentro del Código Fiscal de la Federación el referido procedimiento, se 
derogó tácitamente el artículo 55 del Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación, el cual establecía tal obligación. Por tanto, para la revisión del 
dictamen de estados financieros formulado por contador público autorizado, debe 
aplicarse el procedimiento regulado en el artículo 52-A del Código Fiscal de la 
Federación al establecer el procedimiento especial y concreto al que debe ceñirse 
la facultad de comprobación consistente en la revisión de dictámenes financieros y 
no el previsto en el artículo 55 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación. 
 
PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-422 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 28657/09-17-04-4/1354/11-S1-03-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 4 de octubre de 2012,  por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis 
Pelayo.- Secretaria: Lic. Elizabeth Ortiz Guzmán. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de noviembre de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 18. Enero 2013. p. 118 
 
 
VII-P-1aS-513 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 22195/10-17-11-5/37/12-S1-03- 02.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 7 de febrero de 2013, por unanimidad 
de 5 votos.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretario: Lic. 
Ángel Fernando Paz Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de febrero de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 142 
 
 
VII-P-1aS-612 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2815/10-01-02-3/1218/12-S1-01-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 26 de abril de 2013, por unanimidad 



de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alejandro Sánchez Hernández.- 
Secretaria: Lic. Ana María Reyna Ángel. 
(Tesis aprobada en sesión de 26 de abril de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 200 
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VII-P-1aS-676 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4597/10-05-01-8/1285/11-S1-01-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de junio de 2013, por mayoría de 
4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: 
Alejandro Sánchez Hernández.- Secretaria: Lic. Ana María Reyna Ángel. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de junio de 2013) 
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VII-P-1aS-677 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23022/10-17-04-8/439/13-S1-03-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 2 de julio de 2013, por unanimidad de 
5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: 
Lic. Paola Soriano Salgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 2 de julio de 2013) 
 
 
 

GENERAL 
 

 
VII-P-1aS-678 
 
 
ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.- LAS AUTORIDADES NO ESTÁN 
OBLIGADAS A SEÑALAR EL PÁRRAFO EXACTAMENTE APLICABLE DE 
DICHO PRECEPTO, ASÍ COMO TAMPOCO A TRANSCRIBIRLO EN EL 
CUERPO DEL ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DE FUNDAMENTAR 
LA COMPETENCIA.- El artículo 16 constitucional prevé un cúmulo de derechos 
subjetivos públicos, o derechos individuales públicos, a favor de los gobernados, 
que surgen de una relación jurídica entre el gobernado, por un lado, y el Estado y 
sus autoridades por el otro, de donde nace la facultad para el primero de exigir del 
segundo el irrestricto respecto a tales derechos fundamentales, tales como la vida, 
la libertad, la propiedad y la seguridad jurídica. Así entonces, el precepto 



constitucional que contiene un derecho fundamental del ser humano, toralmente 
implica un límite en la actuación de las autoridades constituidas del Estado 
Mexicano y, consecuentemente, cualquier trasgresión a tales límites, torna en 
arbitraria la actuación de esas autoridades. Por tanto, el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es una disposición que 
tenga la naturaleza de fijar un ámbito de competencia material, por grado o por 
territorio para una autoridad, sino el de ser una disposición que prevé una serie de 
derechos fundamentales de las personas, los cuales irrestrictamente deben ser 
respetados por cualquier autoridad, es decir, no se trata de una norma de fijación 
de competencia para la autoridad fiscalizadora, o para cualquier otra autoridad, 
sino que se trata de la disposición que prevé el mandato del constituyente a las 
autoridades constituidas del Estado Mexicano, para que el gobernado solo pueda 
ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, en aquellos 
expresamente previstos por las disposiciones legales, y por aquellas autoridades 
que, conforme al mismo orden normativo, sean competentes para ello, las cuales 
deberán fundar y motivar el motivo de su actuación, por lo que las autoridades no 
están obligadas a señalar el párrafo exactamente aplicable de dicho precepto 
constitucional, así como tampoco a transcribirlo en el cuerpo del acto de autoridad; 
ya que al hacer su citación en ese acto, únicamente está haciendo patente la 
observancia del principio general de legalidad contenido en el numeral en 
comento. 
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Juicio Contencioso Administrativo Núm. 8143/12-07-01-7/683/13-S1-04-03.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de junio de 2013, por unanimidad 
de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. 
Yazmín Alejandra González Arellanes. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de junio de 2013) 
 
 
EN ELMISMO SENTIDO: 
 
VII-P-1aS-679 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5094/10-07-03-7/1374/12-S1-01-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal yAdministrativa, en sesión de 4 de julio de 2013, por unanimidad de 
5 votos a favor.- Magistrado Ponente:Alejandro Sánchez Hernández.- Secretaria: 
Lic. Ana María Reyna Ángel. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de julio de 2013) 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

 
VII-P-1aS-688 
 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. LA ADMINICULACIÓN DE 
LOS CONTRATOS DE MANDATO, DEPÓSITOS BANCARIOS Y RECIBOS DE 
NÓMINA CONSTITUYEN UNA PRUEBA IDÓNEA PARA DESVIRTUARLA.- El 
artículo 59 fracción III, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2004 
posibilita a la autoridad fiscalizadora a presumir ingresos cuando los depósitos 
efectuados en cuentas bancarias no correspondan a la contabilidad del 
contribuyente que esté obligado a llevarla; no obstante, tal presunción es 
susceptible de ser desvirtuada a través de los medios probatorios que acrediten su 
improcedencia. En esa medida, si el contribuyente con el objeto de desvirtuar la 
determinación presuntiva a su cargo exhibe los contratos privados de mandato con 
los cuales acredita que los depósitos bancarios no registrados provienen de 
gestiones realizadas a nombre y representación de un tercero, como lo es la 
actividad de pago de nóminas, es evidente que la exhibición adicional de los 
depósitos bancarios realizados por el mandante a la cuenta del contribuyente 
fiscalizado, así como los recibos de nómina que amparan cantidades iguales a las 
depositadas por el tercero, resulten suficientes para acreditar el origen y destino 
de los depósitos bancarios no registrados; es decir, la adminiculación de tales 



probanzas proporciona certeza de la procedencia de los depósitos bancarios 
cuestionados. 
 
 
PRECEDENTE: 
 
VII-P-1aS-301 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3410/09-03-01-1/220/11-S1-02-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 17 de mayo de 2012, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretario: 
Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de junio de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 13. Agosto 2012. p. 136 
 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-1aS-688 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 29134/11-17-08-7/446/13-S1-04-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal yAdministrativa, en sesión de 13 de junio de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de junio de 2013) 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-P-2aS-347 
 
DOBLE TRIBUTACIÓN.- APLICACIÓN OBLIGATORIA DE LOS 
COMENTARIOS  AL MODELO DE LA OCDE.- El artículo 35 del Código Fiscal de 
la Federación permite a los funcionarios fiscales facultados, emitir criterios para la 
aplicación de las disposiciones fiscales; los cuales, si son publicados en el Diario 
Oficial de la Federación, derivan derechos para los particulares. Así, tenemos que 
si se publicó en el Diario Oficial de la Federación, que los Comentarios al Modelo 
de la OCDE para Evitar la Doble Imposición e Impedir la Evasión Fiscal, son 
obligatorios para las autoridades fiscales en la interpretación de los tratados 
celebrados por México, siempre que sean congruentes con dichas disposiciones y 
correspondan a las explicaciones técnicas emitidas por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, éstos podrán ser invocados por los particulares, para la debida 
interpretación y aplicación de los tratados para evitar la doble imposición en los 
que México sea parte. 
 
 



PRECEDENTES: 
 
III-PS-II-251 
 
Juicio de Nulidad No. 100(20)33/97/20328/96.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 13 de enero 
de 1998, por unanimidad de 4 votos con la ponencia modificada.- Magistrado 
Ponente: Luis Carballo Balvanera.- Encargado del Engrose: Magistrado Rubén 
Aguirre Pangburn.- Secretaria: Lic. Susana Ruíz González. 
(Tesis aprobada en sesión de 24 de febrero de 1998) 
R.T.F.F. Tercera Época. Año XI. No. 126. Junio 1998. p. 302 
Fe de Erratas. R.T.F.F. Cuarta Época. Año I. No. 1. Agosto 1998. p. 125 
 
 
VII-P-2aS-27 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4028/10-11-02-2/897/11-S2-07-04.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de octubre de 2011, por 
unanimidad de 5 votos a favor, salvo elConsiderando Sexto que fue aprobado por 
3 votos a favor y 2 votos en contra de la Magistrada Silvia Eugenia Díaz Vega y 
del Magistrado Carlos Mena Adame.- Magistrada Ponente: Silvia Eugenia Díaz 
Vega.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de octubre de 2011) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año I. No. 5. Diciembre 2011. p. 237 
 
VII-P-2aS-86 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6675/06-17-05-3/642/07-S2-10-02.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la 
Federación, en sesión de 16 de febrero de 2012, por unanimidad de 4votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo 
Rentería Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 16 de febrero de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 9. Abril 2012. p. 101 
 
 
VII-P-2aS-284 
 
Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 4028/10-11-02-2/897/11-S2-07-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 6 de diciembre de 2012, por unanimidad de 4 votos 
a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. 
Gerardo Elizondo Polanco. 
(Tesis aprobada en sesión de 6 de diciembre de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 19. Febrero 2013. p. 500 
 



 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-2aS-347 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1971/10-07-01-3/392/11-S2-07-02.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 4 de abril de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- 
Secretario: Lic. Gerardo Elizondo Polanco. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2013) 
 
 
 
 

COMERCIO EXTERIOR 
 
VII-P-2aS-348 
 
DOBLE TRIBUTACIÓN.- APLICACIÓN DE LOS COMENTARIOS AL MODELO 
DE LA OCDE, CONFORME A LA CONVENCIÓN DE VIENA.- La Convención de 
Viena establece reglas para la interpretación de los tratados internacionales, la 
cual al haberse suscrito y ratificado por México, se convierte en derecho interno 
mexicano y consecuentemente, son obligatorias para el juzgador. Por su parte, el 
artículo 31 de dicha Convención señala, entre otras reglas, que un tratado debe 
interpretarse de buena fe, en su contexto y teniendo en cuenta su objeto y fi n; el 
contexto comprende, entre otros elementos: a) Todo acuerdo que se refiera al 
tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de su 
celebración, b) Todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la 
celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al 
tratado. Así, en atención al citado precepto, se acepta como uno de los fines de 
los convenios celebrados entre los gobiernos de los distintos países para evitar la 
doble imposición e impedir la evasión fiscal en materia de impuesto sobre la renta 
y el capital, precisamente el de evitar que simultáneamente, dos o más países 
impongan ese tipo de gravámenes a una persona por un mismo hecho imponible. 
En virtud de que dichos convenios se pactaron conforme al modelo elaborado por 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), los 
mismos son fuente privilegiada para la interpretación de los tratados referidos y no 
una norma obligatoria, siempre que los Gobiernos de los residentes en los países, 
sujetos a controversia, hayan participado en la elaboración de ese instrumento sin 
formular reserva alguna respecto del comentario de que se trate o del precepto 
comentado. En consecuencia, si los Estados Unidos de Norte América y México 
aceptaron el Modelo citado, los comentarios contenidos en él, deben ser atendidos 
como fuente privilegiada para la interpretación del Tratado celebrado entre ellos 
para Evitar la Doble Tributación e Impedir la Evasión Fiscal. Lo anterior, es sin 
perjuicio de que en los casos en que el particular se beneficie de la aplicación de 
estos comentarios y siempre que se mantengan las disposiciones generales 
vigentes relacionadas con dicha obligatoriedad, se consideren obligatorios en los 



términos del precedente cuya voz dice: DOBLE TRIBUTACIÓN.- APLICACIÓN 
OBLIGATORIA DE LOS COMENTARIOSAL MODELO DE LA OCDE. 
 
 
PRECEDENTES: 
 
IV-P-2aS-183 
Juicio No. 12666/98-11-06-3/99-S2-06-02.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 7 de septiembre 
de 1999, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rubén Aguirre 
Pangburn.- Secretaria: Lic. Susana Ruiz González. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de septiembre de 1999) 
R.T.F.F. Cuarta Época. Año II. No. 17. Diciembre 1999. p. 168 
 
 
VII-P-2aS-85 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6675/06-17-05-3/642/07-S2-10- 02.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la 
Federación, en sesión de 16 de febrero de 2012, por unanimidad de 4 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo 
Rentería Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 16 de febrero de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 9. Abril 2012. p. 100 
 
 
VII-P-2aS-283 
 
Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 4028/10-11-02-2/897/11-S2-07-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 6 de diciembre de 2012, por unanimidad de 4 votos 
a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. 
Gerardo Elizondo Polanco. 
(Tesis aprobada en sesión de 6 de diciembre de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 19. Febrero 2013. p. 498 
 
 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-2aS-348 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1971/10-07-01-3/392/11-S2-07-02.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 4 de abril de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- 
Secretario: Lic. Gerardo Elizondo Polanco. 



(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2013) 
 
 
 
 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
 

 
VII-P-2aS-353 
 
 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA PUEDE 
IGNORAR LA CARACTERIZACIÓN DE LA OPERACIÓN FORMALMENTE 
REALIZADA ENTRE PARTES RELACIONADAS Y RECARACTERIZARLA DE 
ACUERDO CON SU SUSTANCIA ECONÓMICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2003).- De conformidad con lo previsto en el Capítulo I de las Guías sobre Precios 
de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones 
Fiscales, aprobadas por el Consejo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico en 1995, por regla general cuando una administración 
tributaria efectúa la comprobación de una operación entre partes relacionadas, 
debe hacerlo tomando en consideración las operaciones realmente efectuadas por 
las empresas asociadas, de acuerdo con la forma en que aquellas la han 
estructurado y utilizando los métodos aplicados por los contribuyentes. Ahora bien, 
la citada regla general prevé dos excepciones en las cuales las autoridades 
fiscales pueden hacer caso omiso de la estructura seguida por los contribuyentes 
en la realización de la operación vinculada y llevar a cabo su recaracterización 
para efectos fiscales. La primera de ellas ocurre cuando la esencia económica de 
la operación difiere de su forma. La segunda excepción ocurre cuando, 
coincidiendo la forma y el fondo de la operación, los acuerdos relativos a la misma, 
valorados globalmente, difieren de los que hubieran sido adoptados por empresas 
independientes que actúan de modo racional desde un punto de vista comercial y 
su estructuración real impide que la Administración tributaria determine el precio 
de transferencia apropiado. Así entonces, en aquellos casos en que al ejercer sus 
facultades de comprobación la autoridad fiscalizadora advierta la existencia de 
operaciones celebradas entre personas morales residentes en México y empresas 
relacionadas residentes en el extranjero que encuadren en alguna de las citadas 
excepciones, al momento de ejercer la facultad conferida por el segundo párrafo 
del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puede determinar los 
ingresos acumulables y deducciones autorizadas de los contribuyentes 
involucrados considerando los precios y montos de contraprestaciones que 
hubieran utilizado partes independientes en operaciones comparables, 
desconociendo la operación contractual a que se ciñeron las partes y determinar la 
esencia económica de la operación subyacente realmente efectuada. Ello en virtud 
de que el último párrafo del precepto de mérito prevé que las disposiciones legales 
relativas a la regulación de las referidas operaciones entre partes relacionadas 
deben interpretarse de conformidad con las Guías de mérito. De ahí que, en los 
citados supuestos, resulte apegado a derecho que una autoridad fiscalizadora 



lleve a cabo la recaracterización de una operación celebrada entre partes 
relacionadas. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14253/08-17-05-3/1259/11-S2-08-04.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 16 de abril de 2013, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretario: 
Lic. Juan Manuel Ángel Sánchez. 
(Tesis aprobada en sesión de 16 de abril de 2013) 
 
 
 
 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
 

 
VII-P-2aS-354 
 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS 
INGRESOS Y DEDUCCIONES DERIVADOS DE OPERACIONES CELEBRADAS 
ENTRE PARTES RELACIONADAS, EL CONTRIBUYENTE 
DEBEHACERLOCONFORME A AQUELLAS QUE, AUN CUANDO NO 
CORRESPONDAN CON LAS FORMALMENTE REALIZADAS POR ÉL, SERÍA 
LAS QUE ATENDIENDO A RAZONES ECONÓMICAS CELEBRARÍAN PARTES 
INDEPENDIENTES. (LEGISLACIÓNVIGENTE EN2003).-Conforme lo previsto en 
el primer párrafo del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las 
personas morales residentes en México que celebren operaciones con partes 
relacionadas residentes en el extranjero están obligadas a determinar sus ingresos 
acumulables y deducciones autorizadas, considerando para esas operaciones los 
precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes 
independientes en operaciones comparables. En este sentido, en el supuesto de 
que partes relacionadas celebren entre ellas un acto jurídicamente válido en que 
se pacten precios y montos de contraprestaciones, que por razones económicas y 
de negocio sería muy difícil o casi imposible que partes no vinculadas acordaran 
en esos mismos términos, ya que injustificadamente les generaría la imposibilidad 
de obtener un lucro económicamente buscado o el sufrimiento de un menoscabo 
patrimonial significativo; entonces, para los efectos fiscales del artículo de mérito, 
las características particulares del acto jurídico concreto celebrado entre partes 
relacionadas deben ignorarse por el contribuyente y efectuar la determinación 
ordenada por el numeral en comento, conforme a la operación económica que 
hubiera ocurrido entre partes independientes, mediante la aplicación de cualquiera 
de los métodos previstos en el diverso artículo 216 del mismo ordenamiento. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14253/08-17-05-3/1259/11-S2-08-04.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 16 de abril de 2013, por unanimidad 



de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretario: 
Lic. Juan Manuel Ángel Sánchez. 
(Tesis aprobada en sesión de 16 de abril de 2013) 
 
 
 
 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
VII-TASR-CEI-35 
 
RECHAZO DE COMPROBANTES FISCALES. ES ILEGAL QUE LA 
AUTORIDAD FISCAL LO REALICE ATENDIENDO A QUE SU EMISOR NO SE 
ENCUENTRA LOCALIZADO.- Las autoridades fiscalizadoras rechazan las 
deducciones al impuesto sobre la renta, y acreditamiento de impuesto al valor 
agregado, considerando que se encuentran amparadas con documentación que 
no reúne los requisitos fiscales, cuando el emisor de los comprobantes fiscales no 
se localiza en una auditoría realizada a terceros relacionados con el contribuyente 
que realizó la deducción. Sin embargo, el artículo 29 del Código Fiscal Federal 
impone como obligaciones a los adquirentes de bienes o usuarios de servicios que 
deduzcan o acrediten fiscalmente, verificar que los comprobantes que le son 
entregados con motivo de las transacciones que realicen contengan en su 
totalidad los requisitos previstos por los artículos 29 y 29-A del ordenamiento en 
mención, así como consultar su autenticidad en la página de Internet del Servicio 
de Administración Tributaria. Por lo que, cumplidas estas obligaciones, es ilegal 
que se les imponga la carga de probar que los comprobantes fueron emitidos por 
un contribuyente que al momento de la búsqueda posterior por parte de las 
autoridades fiscales se encuentre localizado y, por tanto, no se puede 
responsabilizar a los adquirentes de bienes y servicios de la posible falta de 
cumplimiento de obligaciones en materia del Registro Federal de Contribuyentes 
por parte de los emisores de los comprobantes fiscales como lo puede ser el dar 
aviso de cambio de domicilio o baja de operaciones. En esta tesitura, el rechazo 
de las deducciones fiscales que cumplan los requisitos antes anotados resulta 
ilegal y violatorio del principio pro persona previsto en el artículo 1° constitucional. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1893/11-08-01-9.- Resuelto por la Sala 
Regional del Centro I del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 3 
de enero de 2013, por unanimidad de votos.-Magistrado Instructor: Mario de la 
Huerta Portillo.- Secretaria: Lic. Martha Elba Dávila Pérez. 
 
 
 
 

LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA 
 

 
VII-TASR-PE-24 



 
 
IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. LA AUTORIDAD FISCAL NO 
ESTÁOBLIGADA A APLICAR DE OFICIO EL COEFICIENTE ESTABLECIDO EN 
EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DE TAL IMPUESTO.- 
El artículo 19 de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única dispone en su 
primer párrafo que, cuando las autoridades determinen en forma presuntiva los 
ingresos por los que se deba pagar el impuesto, deben disminuirle las 
deducciones que, en su caso, se comprueben y al resultado se aplicará la tasa 
establecida en el artículo 1° de la misma Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única y en su segundo párrafo, establece que en lugar de aplicar las deducciones 
comprobadas, los contribuyentes pueden optar por que la autoridad les aplique el 
coeficiente de 54% a los ingresos determinados presuntivamente y al resultado la 
tasa a que se refiere el artículo 1° de la ley en cita. De lo que se colige que el 
supuesto contenido en el primero de los párrafos referidos, constituye una 
obligación que la autoridad debe cumplir en forma directa; sin embargo, el 
supuesto contenido en el segundo de dichos párrafos, establece una opción para 
los contribuyentes, por lo que, la autoridad solo procederá a aplicar la deducción 
ciega correspondiente, cuando los contribuyentes se lo soliciten; muestra de ello 
es que el aludido segundo párrafo, comienza con el vocablo “Los contribuyentes 
podrán optar por que las autoridades fiscales en lugar de aplicar lo dispuesto en el 
párrafo anterior, apliquen...”, lo que da lugar a entender que, se trata de una 
opción que los propios contribuyentes deben elegir para que la autoridad proceda 
a la aplicación de la deducción porcentual referida. Cabe destacar que no obsta a 
lo anterior, la inexistencia de un formato especial para elegir dicha opción, ya que 
la aplicación de las deducciones ya sea comprobadas o ciega, a que se refiere el 
numeral en comento, parte de una premisa mayor consistente en que la autoridad 
determine presuntivamente ingresos a cargo del contribuyente, lo cual solo sucede 
cuando la autoridad ejerce sus facultades de comprobación, por lo tanto, los 
contribuyentes pueden ejercer tal opción al comparecer dentro del plazo otorgado 
para desvirtuar las observaciones que le fueron dadas a conocer durante la 
revisión de gabinete de que son objeto. 
 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 379/13-16-01-7.- Resuelto por la Sala 
Regional Peninsular del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 24 
de junio de 2013, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: Jaime Romo 
García.- Secretario: Lic. Juan Pablo Zapata Sosa. 


